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La participación política del movimiento indígena ecuatoriano: 
balance crítico (1990-2007) 

Fernando Carda Serrano 

INTRODUCCIÓN 

El objetivo de este capítulo es evidenciar los aportes del estudio etnográfico del movi­
miento indígena ecuatoriano a la discusión sobre la "política contenciosa", planteada 
por algunos estudiosos para explicar las acciones colectivas (McAdam, Tarrow y Tilly, 
2001) y al debate en torno a "gobernar desde la diversidad" propuesto por Hale (2002), 

Díaz-Polanco y Sánchez (2002) y Harvey (1998) para dar cuenta del desempeño de la 
representación política indígena al interior de la democracia ecuatoriana. 

La hipótesis del trabajo propone, primero, averiguar si las políticas multiculturales 
concebidas por el movimiento indígena (como retador del poder) han logrado una 
nueva forma de negociar con el Estado (como contenedor del poder) y si este ejercicio 
ha contribuido a la vigencia de la ciudadanía multicultural (Assies et al, 1999; De la 
Peña, 1995, 1999; Dagnino, 1998; Gros, 2000; Harvey, 1998; Jelin, 1993; 1996; 

Leyva, 2002; Rosal do, 1997, 2000); y segundo, confrontar el discurso del movimiento 
al inicio de su emergencia política en 1990 con su práctica política en los siguientes 
anos, para verificar la presencia de nuevas formas de "hacer política", "propiamente" 
indígenas, o antihegemónicas (Escobar et al., 2001; Santos, 1998). 

El PROCESO 

a. Los actores 

Entre los actores participantes en la insurgencia del movimiento indígena a partir de 
1990 se distinguen los siguientes protagonistas: los representantes del Estado, las or­
ganizaciones indígenas, los aliados y los mediadores.1 

1 Los representantes del Estado son los funcionarios del frente político: los ministros de 
Gobierno, de la Presidencia y Defensa; del frente económico: de Economía, Energía, Agri­

cultura y Ambiente, y del frente social: de Bienestar Social, Salud, Educación y Vivienda. 
También participaron el ministro de Relaciones Exteriores y los asesores del presidente. 

219 



220 Fernando García Serrano 

El Estado ecuatoriano, desde el abandono de las políticas indigenistas a inicios de 
los años sesenta, no ha mantenido políticas de largo plazo que respondan a los requeri­
mientos de los pueblos indígenas. Por el contrario, desde el retorno a la democracia en 
1979, formuló y ejecutó un conjunto de políticas públicas intermitentes y coyunturales 
hacia esos sectores. 

La propuesta de los pueblos indígenas, planteada en el Proyecto Político de h 
Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador (Conaie) en 1994, propugna 
por la consolidación de un Estado plurinacional y una sociedad intercultural, entendida 
como la interrelación entre las diversas culturas de los pueblos que habitan en un mismo 
espacio geopolítico, basada en el respeto a las diferencias culturales y en el logro de la 
unidad en la diversidad (Garda, 200 1). Este planteamiento se ha convertido en el refe­
rente de sus reivindicaciones y en un reto para la sociedad ecuatoriana en su conjunto. 

Los aliados de los pueblos indígenas han debido enfrentar un tema controvertido=-­

¿representan las reivindicaciones indígenas solamente sus demandas o también las de 
los sectores no indígenas?2 El movimiento indígena ecuatoriano, con la consigna uti­
lizada en el levantamiento de febrero de 2001: "nada sólo para los indios", pretendió 
asumir propuestas que le dieran mayor protagonismo político. Si bien los otros movi­
mientos sociales no se sienten debidamente representados por las demandas indígenas. 
Al interior de la sociedad ecuatoriana, la propuesta de los pueblos indígenas se da en 
un contexto de ausencia de iniciativas del resto de la sociedad civil que permitan for­
mular y negociar reclamos, generar críticas e imaginar nuevas alternativas (Guerrero, 
2000).3 Los mediadores han cumplido un papel coyuntural de convocatoria y han 
mostrado sensibilidad a las propuestas de los pueblos indígenas. 

Las organizaciones indígenas nacionales están mencionadas de acuerdo con el grado de 
representación que ostentan, Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador 
(Conaie), Federación Ecuatoriana de Indígenas Evangélicos (Feine) y Federación Nacional 
de Organizaciones Campesinas, Indígenas y Negras (Fenocin). 

Como aliados tenemos a la Coordinadora de Movimientos Sociales que reúne a 
organizaciones de base no indígenas vinculadas con los partidos de izquierda, algunos 
sindicatos de trabajadores estatales, grupos de intelectuales y profesionales y ONG de 
desarrollo. 

Como mediadoras encontramos a la Iglesia católica, representada por su jerarquía, la 
Fundación Rigoberta Menchú y la comisión de observadores, formada por funcionarios de 
los organismos internacionales de desarrollo residentes en el país. 

2 Este terna es analizado por varios autores en la Revista Iconos, núm. 1 O, Flacso, sede Ecuador, 
abril de 200 1. 

3 Luego de los sucesos de la caída de Lucio Gutiérrez en abril de 2005, esta aseveración fue 
cuestionada por la clase media y popular quiteña que planteó una nueva propuesta política. 
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b. Los principales episodios contenciosos entre el movimiento indígena y el Estado 

Una vez precisados los actores que han intervenido en la generación de las políticas 
multiculturales, es conveniente analizar los principales episodios contenciosos que se 
han desarrollado en los últimos años. El primero tiene relación con la institucionali­
zación en 1988 de la educación intercultural bilingüe, al crearse la Dirección Nacional 
de Educación Intercultural Bilingüe (Dineib) al interior del Ministerio de Educación 
con funciones y atribuciones propias. El movimiento indígena, por acuerdo con el 
presidente en turno Rodrigo Borja, logró que el nombramiento del director nacional 
de la Dineib se hiciera a partir de una terna presentada por las organizaciones indígenas 
nacionales. 

En junio de 1990, el primer levantamiento indígena nacional planteó una agenda4 
de 16 puntos que combinaba demandas propias y coyunturales del movimiento con 
una demanda fundamental que cuestionaba la estructura misma del Estado: el recono­
cimiento de su carácter plurinacional junto con la necesidad de una reforma política 
profunda. Este hecho marcó la visibilización de los pueblos indígenas en la esfera 
pública. La respuesta del gobierno en turno fue rechazar la posición del movimiento 
acusándolo de "dividir la nación en varias naciones" al pugnar por la reivindicación de 
la plurinacionalidad. 

En 1992 , la Confederación de Nacionalidades Indígenas de la Amazonia Ecuato­
riana (Confeniae), filial de la Conaie, organizó una marcha desde su sede regional 
hasta la capital de la república. Su travesía por el centro del país dio a esta marcha un 
carácter casi nacional. La principal reivindicación era la legalización de los territorios,5 
como paso para iniciar la reconstitución de los pueblos y nacionalidades indígenas. 
Esta demanda permitió el reconocimiento por parte del Estado de 3 959 578 hectáreas 
de territorios indígenas en la Amazonia y Costa; todavía queda pendiente el recono­
cimiento de 2 348 777 hectáreas. Se trata de territorios agregados que corresponden 
a las áreas de asentamiento poblacional y áreas de reserva. Para el caso de la Sierra, 
donde existen tierras individuales y comunales, no se dispone de información actua­
lizada sobre la superficie ocupada. La constatación en esta región es que predomina 

4 La agenda del movimiento será denominada por sus actores como "mandato", en el sentido 
de que es el resultado de las deliberaciones y decisiones del colectivo e incluye rendición de 
cuentas periódicas. 

5 Territorios entendidos como la totalidad del hábitat que ocupa una nacionalidad indígena 
en donde desarrollan su cultura, formas de organización social, política y económica propias 
(Conaie, 1994). 
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una correlación directa entre territorios étnicos serranos ubicados sobre los 3 200 
msnm, es decir, tierras de altura con limitado uso productivo. 

En 1994 se produjo el segundo levantamiento indígena nacional. La protesta 
paralizó el país durante 20 días, por causa del rechazo a la aprobación de una nueva 
ley agraria que incorporaba al mercado las tierras comunitarias de las comunidades 
indígenas serranas por considerarlas "improductivas" y un freno a la "modernización" 
del campo. Luego de arduas negociaciones entre los dirigentes, el presidente Durán 
Ballén y los representantes de los medianos y grandes propietarios, se aprobó la re­
forma que impedía la liberalización de las tierras comunitarias. 

A partir de las elecciones de 1996, las organizaciones indígenas deciden intervenir 
a través del Movimiento de Unidad Plurinacional Pachakutik-Nuevo País. De esta 
forma, se eligieron 75 funcionarios públicos indígenas por primera vez en Ecuador. 
Los pueblos indígenas optaron por una estrategia política de largo plazo: tomar los 
poderes locales por la vía democrática y electoral para acceder posteriormente al poder 
central. Esta medida fue posible debido a dos decisiones del Congreso Nacional: la 
una, el voto de los analfabetos en 1979 y, la otra, en 1994 el reconocimiento de los 
movimientos políticos independientes para participar en las elecciones de votación 
popular, con lo cual los partidos políticos tradicionales perdieron el monopolio de la 
representación política. 

Durante el gobierno de Jaime Abdalá Bucaram Ortiz en 1996, las organizaciones 
indígenas jugaron un papel de oposición temprana frente a la corrupción y atropellos 
del presidente y fueron un puntal de las manifestaciones realizadas durante los días de 
huelga que lo destituyeron en 1997. En los seis meses de su mandato, creó el Minis­
terio de Asuntos Étnicos y nombró a un indígena amazónico como ministro con el fin 
de dividir al movimiento indígena, acción que luego fue utilizada por los siguientes 
gobiernos en turno con similares intenciones. En 1998, durante el gobierno provisional 
de Alarcón, se llevó a cabo la Asamblea Constituyente que aprobó una nueva Cons­
titución. Para ella fueron elegidos cuatro asambleístas indígenas que cumplieron un 
papel importante en la aprobación del carácter pluricultural y pluriétnico del Estado 
ecuatoriano, de los derechos colectivos de los pueblos indígenas y afroecuatorianos, del 
pluralismo jurídico y en la creación de las circunscripciones territoriales indígenas. 

En las elecciones de 1998 fueron elegidos seis diputados del Movimiento Pachaku­
tic, entre los cuales figuraba la doctora Nina Pacari, que fue nombrada segunda vice­
presidenta del Congreso para el periodo 1998-2000 . El movimiento, en negociaciones 
con Yamil Mahuad antes de su toma de posesión como presidente, logró dos impor­
tantes avances: la creación del Consejo de Desarrollo de las Nacionalidades y Pueblos 
del Ecuador (Codenpe) con calidad de cartera de Estado adscrita a la Presidencia y la 
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Dirección de Salud Indígena, perteneciente al Ministerio de Salud Pública. Ambos 
espacios preservaron las facultades atribuidas a las Dineib ya mencionadas. 

El Congreso Nacional ratificó en 1998 el Convenio 169 de la OIT por gestiones 
del diputado indígena Miguel Lluco, con lo que se complementaron las reformas 
constitucionales de ese mismo año. Luego de un largo proceso de negociación, iniciado 
en 1992, el gobierno inició el Proyecto de Desarrollo de los Pueblos Indígenas y Negros 
del Ecuador (Prodepine) en 1998 corno resultado de un préstamo ofrecido por el 
Banco Mundial (BM) y la Organización para la Alimentación y la Agricultura de la 
ONU. Éste fue un proyecto piloto del organismo internacional dirigido a pueblos indí­
genas y negros, con una duración de cuatro años y una inversión de 50 millones de 
dólares. Los componentes principales fueron: la delimitación de territorios indígenas 
y negros, el fortalecimiento de sus organizaciones, crédito para proyectos productivos y 
becas para la formación de estudiantes universitarios. Las organizaciones indígenas 
han participado en este proyecto en todas sus fases. 

En 1999, durante la presidencia de Mahuad, los pueblos indígenas llevaron ade­
lante dos levantamientos nacionales: el primero, realizado con posterioridad al feriado 
bancario y la congelación de cuentas bancarias e inversiones decretados por el Poder 
Ejecutivo, se extendió durante cuatro días y contó con la participación de las organiza­
ciones indígenas que bloquearon las carreteras de las provincias de la Sierra y Amazonia. 
Este levantamiento tuvo un carácter especial, pues el movimiento indígena negoció 
con el gobierno por primera vez en alianza con otros sectores y movimientos sociales 
igualmente afectados por las medidas. 

El evento detonante del otro levantamiento fue la decisión del gobierno del alza 
mensual del precio de la gasolina atada a la cotización del dólar, suceso que provocó 
una alianza social semejante a la anterior, a la que se incorporaron también los trans­
portistas. Además, las organizaciones indígenas de la Sierra culminaron la protesta con 
una marcha sobre la capital para obligar a negociar al presidente en el centro mismo 
del poder. Luego del arreglo entre el gobierno y las organizaciones sociales se congeló 
el precio de los combustibles por un año. A pesar del diálogo6 y los acuerdos, el gobier­
no los incumplió, por lo que el VI Congreso de la Conaie que se llevó a cabo en 
noviembre de 1999 resolvió la interrupción de las conversaciones y el comienzo de 
medidas de hecho. El agravamiento de la crisis económica y política nacional tuvo su 
punto culminante con la decisión de dolarizar la economía en enero de 2000. El moví-

6 Desde el levantamiento de 1990 las negociaciones entre los pueblos indígenas y el Estado 
se dieron durante las medidas de hecho. A partir del levantamiento de j ulio de 1999, una 
vez logrado el acuerdo, se inicia un proceso de diálogo entre las partes para su aplicación y 

seguimiento. Algo semejante sucederá en el levantamiento de febrero de 2001. 
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miento indígena, junto con el resto de los movimientos sociales, inició un nuevo 
bloqueo de carreteras y se puso en marcha la toma de Quito, al tiempo que se exigía 
la reivindicación más radical hecha hasta la fecha: la renuncia de los tres poderes del 
Estado y la instauración de un nuevo gobierno democrático, alternativo, directo y 
participativo. 

Tras esta reivindicación se desplegó una estrategia de toma del poder que para el 
gobierno, los partidos políticos, las élites económicas y las Fuerzas Armadas fue indes­
cifrable: la alianza que los dirigentes del movimiento indígena establecieron con un 
sector de oficiales del ejército para acceder al poder rompiendo el orden constitucional. 
En el desenlace de los acontecimientos del 2 1  de enero de 2000 , el alto mando militar, 
sin ser la instancia constitucional encargada para el efecto, decidió entregar el poder al 
entonces vicepresidente Gustavo José Joaquín No boa, quien sería presidente del Ecua­
dor hasta enero de 2003. Cuatro meses más tarde, el 2 1  de mayo, se realizaron las 
elecciones de los gobiernos locales. El movimiento indígena participó activamente en 
la campaña con candidatos propios y en alianza con otros partidos y ganaron 2 2% de 
las prefecturas provinciales; 14% de las alcaldías; 1 2% de los consejeros provinciales; 
9 .5% de los concejales elegidos, y 6 1% de las juntas parroquiales rurales. 

Durante el gobierno de Noboa tuvo lugar un nuevo levantamiento nacional. Las 
causas del conflicto, en el año 2001, fueron las medidas económicas adoptadas por el 
gobierno, especialmente el aumento del costo de los combustibles y de las tarifas 
del transporte público. Al mes de esta protesta se inició un nuevo proceso de diálogo 
entre el gobierno y los pueblos indígenas. En este periodo del gobierno de Noboa el 
Estado tomó varias decisiones relacionadas con los pueblos indígenas. El Congreso 
Nacional en el año 2000 aprobó la creación en su interior de la Comisión de Asuntos 
Indígenas y Otras Etnias. Desde un principio esta instancia ha estado presidida por 
diputados indígenas del Movimiento Pachakutik y muestra logros limitados: la 
creación por Decreto Ejecutivo, en mayo de 2002, del Fondo de Desarrollo de los 
Pueblos Indígenas (Fodepi), a través de una partida del presupuesto nacional de 10 
millones de dólares, destinado al financiamiento de proyectos productivos para las 
comunidades y que se encuentra actualmente en funcionamiento. 

Una de las acciones más importantes que el movimiento indígena desarrolló luego 
de la reforma constitucional de 1998 fue la discusión y formulación de la Ley de Ejer­
cido de los Derechos Colectivos de los Pueblos Indígenas, que intentaba a través de la 
legislación secundaria empezar la aplicación de las normas constitucionales. Este pro­
yecto comenzó al interior de la Conaie en 1998 y fue discutido durante tres años al 
interior de los pueblos y nacionalidades y otros sectores académicos e intelectuales. 
Tras él había una importante base social y política que lo respaldaba, situación inusual 
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y extraordinaria para la práctica legislativa ecuatoriana. Finalmente, en noviembre de 
2001 se presentó al Congreso Nacional. Su estudio inicial fue confiado a la Comisión 
de Asuntos Indígenas y Otras Etnias, que emitió el informe de aprobación. 

Después de un proceso de negociación política con los legisladores, en diciembre 
de 2002 el Congreso Nacional avaló la ley y la remitió al presidente para su aprobación 
o veto. El 8 de enero de 2002, a una semana de terminar su periodo, el presidente 
Noboa envió al Congreso Nacional el veto total a la ley. Esta decisión obligó al proyecto 
a esperar un año calendario para intentar su reingreso al Congreso siempre y cuando 
se contara con el voto de las tres cuartas partes de los diputados. En la práctica significó 
su archivo definitivo. 

Desde el Ejecutivo, el Estado ecuatoriano utilizó su capacidad de regulación legal 
para poner en vigencia el Reglamento de Consulta y Participación para la Realización 
de Actividades Hidrocarburíferas a fines de 2002. Este instrumento jurídico permitió 
la reiniciación de las actividades petroleras en territorios indígenas. La contribución 
desde el Poder Judicial al tema de las políticas multiculturales ha sido mínima. Las 
excepciones fueron el reconocimiento de amparo constitucional a una organización 
indígena amazónica que obligó a las empresas petroleras a negociar con las organiza­
ciones indígenas jurídicamente reconocidas en 2002 y la sentencia de un juez de la 
provincia de Cotopaxi que legalizaba la aplicación del derecho indígena en 2004. 

El acontecimiento más polémico del movimiento, luego del gobierno de No boa, 
fue la alianza establecida con el gobierno de Lucio E. Gutiérrez Borbúa, misma que lo 
llevó al poder en enero de 2003. Esta alianza fue rota seis meses más tarde, el movi­
miento debió enfrentar un conjunto de "acciones de intimidación selectiva y de resque­
brajamiento" (Barrera, 2004) por parte del gobierno de Gutiérrez, las cuales cesaron 
con su caída en abril de 2005. Durante el gobierno de Gutiérrez, luego de la ruptura 
en agosto de 2003, el movimiento indígena atravesó un fuerte proceso de división y 
debilitamiento. La consigna del gobierno en turno, comandada por un ex presidente de 
la Conaie, fue romper la organización hasta dividirla. De las tres organizaciones regio­
nales, dos se dividieron efectivamente: Confeniae y Conaice; la tercera, el Ecuarunari, 
resistió el embate al igual que la Conaie. En la caída de Gutiérrez el movimiento indí­
gena tuvo muy poco protagonismo. Fueron los sectores medios y populares urbanos 
de la Sierra (el denominado movimiento de los "forajidos") los que realmente se mo­
vilizaron hasta provocar su caída, misma que permitió el ascenso del entonces vicepre­
sidente Alfredo Palacio González a la presidencia el 20 de abril de 2005, puesto que 
ocuparía hasta diciembre de 2006. 

En el año 2006 Ecuador enfrentó dos sucesos clave: la negociación y aprobación 
del Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos de Norteamérica, en conjunto 
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con Colombia y Perú, y el fin del contrato con la petrolera norteamericana Occidental 
por claras violaciones al mismo. Respecto del primero, luego de una larga negociación 
y protestas de los movimientos sociales, el gobierno ecuatoriano estaba dispuesto a 
firmar los acuerdos, pero a partir de marzo de 2006 y durante más de un mes la Conaie 
lideró una paralización de las principales vías de comunicación de la Sierra como 
forma de protesta. El gobierno respondió declarando la emergencia y reprimiendo 
fuertemente a las movilizaciones indígenas. Las otras dos organizaciones nacionales: 
Fenocin y Feine, se unieron a la protesta hasta su culminación el 15 de mayo, cuando 
el gobierno de Palacio decidió la caducidad del contrato con la empresa Occidental. 
Ante estos hechos, el gobierno de Estados Unidos interrumpió de manera indefinida 
las negociaciones y el movimiento indígena logró un triunfo político importante. Su 
imagen nacional mejoró, aunque el mecanismo de protesta utilizado, el cierre de carre­
teras y la movilización, mostraban señales de agotamiento. 

El último suceso a reseñarse es el proceso electoral de octubre de 2006 para elegir 
presidente y diputados del Congreso Nacional. Después de las movilizaciones del 
inicio de año, el movimiento indígena recupera protagonismo y encara a una doble 
posibilidad: escoger un candidato indígena para la presidencia o ir en alianza con otros 
sectores de izquierda, especialmente con la candidatura de Rafael Correa Delgado, 
quien a la larga habría de asumir la presidencia en enero de 2007. Al final el movimiento 
opta por Luis Macas Ambuludí como candidato presidencial del Movimiento Pacha­
kutik, al igual que por otros candidatos como diputados. Los resultados de las eleccio­
nes de octubre fueron desalentadores: Macas obtiene 2.12o/o de la votación (séptimo 
lugar) y se eligen seis diputados de un total de 1 00, luego de que en el Congreso ante­
rior se habían logrado diez escaños. Este hecho abre una nueva fase del movimiento, 
queda al margen de la participación del gobierno en turno y cuenta con una mínima 
representación en la legislatura. 

AVANCES, RETROCESOS Y LECCIONES 

Para concluir quisiera volver a los dos ejes de análisis planteados al inicio: las nociones 
de "política contenciosa" y de "gobernar desde la diversidad", y mirarlos a la luz de la 
experiencia del movimiento indígena en una doble perspectiva. Lo logrado a escala 
nacional con las políticas multiculturales surgidas desde el Estado y del mismo movi­
miento, y a escala regional y local por la gestión de los gobiernos alternativos de Pa­
chakutik en el ejercicio del poder. Para esto es importante responder algunas 
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interrogantes: la primera es cuándo y cómo se moviliza el movimiento indígena ecua­
toriano. Se distinguen tres etapas de este proceso: 

La primera cuando el movimiento está por "fuera'' del Estado, es decir, no es reco­
nocido como actor político, tampoco es sujeto de políticas públicas específicas, está 
representado por intermediarios (generalmente blancos-mestizos) y su mejor definición 
es la invisibilidad. Se trata del periodo entre los años 1960 y 1990, lapso en que las 
principales reivindicaciones giraron alrededor del derecho a la tierra y la educación. 
Los logros fueron magros, una tibia reforma agraria e intentos aislados de educación 
auspiciados por la Iglesia y las ONG. 

La segunda se inicia cuando el movimiento entra con fuerza a la escena política 
nacional y se integra orgánicamente al Estado, desde 1990 hasta 2002. Empieza a 
funcionar como un actor estatal más y debe enfrentar las reglas del juego político, así 
como aprender a manejar las prácticas y estrategias del poder. La propuesta principal 
gira en torno a la construcción del Estado pluricultural, multiétnico y plurinacional a 
través de una reforma política. La mayor conquista es la transformación de actores 
sociales en actores políticos, hasta el punto de conseguir cuotas de representación y 
participación a escala nacional, regional y locaU Igualmente relevante es el reconoci­
miento por parte del Estado como pueblos con derechos individuales y colectivos. 

La última etapa corre de 2003 a 2006 y se caracteriza por una curiosa paradoja: el 
movimiento indígena que había alcanzado el protagonismo político más significativo 
de los últimos años entra en un punto de quiebra y declive que lo mantiene en crisis. 
En esta fase el movimiento indígena se centra en la lucha contra el modelo neo liberal 1\ 
y en exigir las garantías de los derechos ya reconocidos, así como enn las demandas de 
reforma política y económica. Los resultados se alternan entre logros y fracasos. El 
movimiento deja de ser el "único" actor político de la movilización de la etapa anterior; 
nuevos actores sociales se incorporan y su poder de negociación se relativiza. Por lo 
pronto, cabe preguntar si se trata de un repliegue estratégico o del agotamiento del 
movimiento indígena como sujeto histórico, tal como lo plantea un análisis del perio­
do (ICCI ARY-RIMAY, 2005: 3). 

Otra interrogante tiene que ver con las causas de la movilización. En el caso ecua­
toriano, cuando surge la Conaie en 1986 está dirigida a la conformación de un nuevo 
tipo de Estado, diverso al Estado neoliberal vigente. Esa propuesta descansaba en la 
posibilidad del movimiento de crear su "propia institucionalidad" (Díaz-Polanco y 

7 "A pesar de que los pueblos indígenas de la región han aumentado su poder político y re­
presentación durante la última década, esto no se ha traducido en los resultados positivos 
-en términos de reducción de la pobreza- que hubiésemos esperado encontrar" (Banco 
Mundial, 2005). 
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Sánchez, 2002).8 Sin embargo, luego del IV Congreso de la Conaie en 1993, en el cual 
se aprobó el proyecto político, la causa de la movilización cambia y se convierte en la 
construcción del Estado plurinacional, en la lucha desde el interior del Estado neoli­
beral para abrir su propio espacio de poder. Dentro de este planteamiento se inscribe 
la creación del Movimiento Pachakutik. Esta tesis, fundamental en la propuesta polí­
tica del movimiento vista a la distancia, fue ignorada por el resto de los movimientos 
sociales. Su acercamiento al movimiento indígena no fue por la propuesta de la pluri­
nacionalidad, sino por la capacidad de movilización política demostrada en los conti­
nuos levantamientos, lo cual impidió un debate a fondo al interior de las fuerzas 
sociales que incorporase el tema a la reforma política que el país exige. 

Una interrogante que necesita ser discernida es cuándo cesa el movimiento en su 
activismo. Parte de la respuesta reside en que las políticas generadas desde el Estado 
ecuatoriano en los últimos años han respondido a las demandas del movimiento indí­
gena al punto de lograr un relativo control del mismo. Así, el ejemplo del discurso y 
la acción estatal influidos por el desarrollismo atrapará al movimiento en su juego (es 
el caso del proyecto Prodepine). El Estado "cede" espacios de poder político al movi­
miento, similar a los espacios del "indio permitido" mencionado por Hale (2002), 
provocando una lucha interna entre organizaciones indígenas por acceder a los pocos 
recursos económicos estatales destinados para su desarrollo.9 

En realidad los avances alcanzados por el movimiento con las reformas constitu­
cionales de 1998, tuvieron como contrapunto la aprobación de normas que consagran 
una "gobernabilidad" que concentrará más el poder en manos de los mismos grupos 
oligárquicos del país. La figura del "presidencialismo" se consolida hasta tal punto que, 
en lugar de lograr una verdadera reforma del sistema político, lo cierra más y genera 
más mecanismos de control de la participación social y de la misma democracia. No 
hay que olvidar que al final de la década de los noventa, en la cual el movimiento in­
dígena había llegado a su momento más alto, se produce en el país la crisis bancaria 
que desembocó en la dolarización de la economía, causante de la pérdida de la sobe­
ranía monetaria. A la distancia se puede observar que la "gobernabilidad" propuesta 
en la Constitución de 1998 fue funcional a los grupos de poder oligárquicos, ya que 
trasladó los costos de esta crisis al Estado, es decir, a todos los ecuatorianos y ecuato­
rianas, incluidos los pueblos indígenas. 

8 Planteamientos similares han hecho los movimientos indígenas de Chile, México y Bolivia. 
9 El costo del Prodepine entre 1998-2002 fue de 50 millones de dólares (1% de lo gastado 

por el Estado en el "salvataje" bancario en el año 1999. Además fue un préstamo del Banco 
Mundial que se contabiliza como deuda externa. 
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El Ecuador en este sentido es otro ejemplo de lo planteado por Hale (2002) y 
Pastero (200 1) para Guatemala y Bolivia, cuando mencionan que las reformas cons­
titucionales y políticas del denominado "multiculturalismo neoliberal" han abierto 
nuevos espacios políticos de participación a los pueblos indígenas siempre que éstos 
no representen una pérdida real del poder político de los grupos oligárquicos y de los 
organismos monetarios internacionales neoliberales. Aquí cabe precisar que los dere­
chos logrados por los pueblos indígenas son un avance, pero pocas veces se cumplen, 
ya que no se ha dado paso a la aplicación de las garantías que los hagan exigibles. 
Desde esta perspectiva, hablar de la construcción de una verdadera ciudadanía multi­
cultural, tal como fue planteada al inicio, que implique cambios sustanciales en las 
relaciones de poder, redistribución del ingreso e inclusión social y cultural, para el 
caso ecuatoriano, sigue siendo una aspiración del movimiento indígena y del resto de 
los movimientos sociales. Asistimos a un reordenamiento de las fuerzas políticas y 
económicas neoliberales en franca campaña por minar las bases organizativas de los 
movimientos sociales que planteen nuevas formas de representación y participación 
contrahegemónicas. 

Otra parte de la explicación del cese de la movilización indígena tiene que ver con 
un tema muy debatido, como fue la creación de Pachakutik en 1996, concebido como 
un mecanismo político para participar dentro de la institucionalidad del sistema po­
lítico ecuatoriano y no como el brazo político de la Conaie, como sostienen muchos, 
ya que como tal es un sujeto político y esa calidad no la podría ceder a manos de un 
determinado movimiento. La pugna entre Pachakutik y la Conaie se ha centrado en 
situaciones coyunturales de lucha y decisiones, en las cuales una de las partes ha dejado 
a la otra fuera del juego: el Pachakutík definido y condicionado desde el sistema de 
partidos controlado por la estructura oligárquica de poder y la segunda en función del 
cumplimiento de su proyecto político e histórico. Estas divergencias se volvieron dra­
máticas al momento de decidir la alianza electoral que le dio el triunfo a Gutiérrez: por 
un lado Pachakutik, seducido por el acceso al poder, y por otro la confederación, 
manteniendo su estrategia de movilización y resistencia, aunque sin contar con la 
aprobación de las bases del movimiento para legitimar la alianza. 

La ruptura de la alianza de gobierno fue digna pero tardía, por lo cual el movi­
miento, luego de su paso por el poder, sigue pagando el costo por la pérdida de la le­
gitimidad lograda en años de duras luchas. Sin embargo, después del rompimiento, el 
gobierno en turno, a diferencia de los anteriores, iniciará una lucha frontal contra 
el movimiento indígena, denominada según la estrategia militar de "cerco y aniquila­
miento" (rccr ARY-RIMAY, 2005: 17). Se trata de un enfrentamiento político en el cual 
el gobierno utilizó todas las debilidades y limitaciones del movimiento, para lo cual ma­
nejó tres mecanismos de gran eficacia: el nombramiento hasta con rango de ministros 
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de ex dirigentes de la Conaie; el asedio directo a las organizaciones de base a través de 
los programas sociales del gobierno que "financiaban" proyectos de desarrollo y los 
continuos intentos por dividirla y crear una segunda Conaie a través de la "compra" 
de ciertos dirigentes indígenas locales y regionales. Esta confrontación se habría de 
agudizar mucho más cuando el gobierno de Gutiérrez se alineó claramente con los 
intereses de las empresas transnacionales empeñadas en extraer los pocos recursos 
naturales que le quedan al país. Como bien lo expresa el análisis antes mencionado: 
"Los indios ya no son sólo un objetivo político a eliminar, sino un objetivo económi­
co a controlar" (ICCJ ARY-RIMAY, 2005: 17). La pregunta que queda pendiente ante la 
gestión de Pachakutik es si constituye o no un movimiento (partido) político "alter­
nativo" o si es solamente el mecanismo institucional de participación del movimiento 
en el sistema político ecuatoriano. 

Un tema relevante que muestra el caso ecuatoriano es el proceso de construcción 
de identidad del movimiento indígena (McAdam et al., 2001). Del análisis de los 
diferentes episodios contenciosos se puede profundizar en algunas características pro­
pias. El carácter nacional de la Conaie como organización muestra una lección inte­
resante: a diferencia de los movimientos en otros países latinoamericanos donde no 
hay todavía tanta unidad, esta característica le ha permitido al movimiento indígena 
ecuatoriano ser actor e interlocutor con el resto de los movimientos sociales y con el 
Estado. No obstante, el mismo hecho aparece como debilidad, ya que los diferentes 
gobiernos han favorecido la acción de otras organizaciones indígenas nacionales de 
menor representación que Conaie, utilizándolas con fines dientelares y divisionistas. 10 

La identidad del movimiento indígena ecuatoriano está unida a tres factores im­
portantes, mencionados por Burbano ( 2005): a una estructura organizativa de alta 
densidad sustentada en las comunidades de base, a la formación de una élite y una 
intelectualidad indígena, y a la producción de un discurso que convirtió lo étnico en 
factor de movilización política. Según el mismo autor, y siguiendo a Foucault (1989) 
y Deleuze (1995), "La identidad indígena es un dispositivo de acción política que 
opera en dos niveles: como un recurso crítico al discurso dominante acerca de lo indí­
gena y como mecanismo de reconstrucción de las autopercepciones de los indios res­
pecto de su lugar en la sociedad y en el Estado" (2005: 261). Coincido con varios 
estudiosos (Barrera, 2001; Burbano, 2005) en que lo más novedoso y original del 
movimiento indígena ecuatoriano es la capacidad de articular lo étnico, lo clasista y lo 
popular en una misma identidad. En otras palabras, su capacidad de juntar lo dife-

10 Según Iza (2005: 1 13), Conaie reúne 75% de las organizaciones indígenas, el resto, 25%, 
está afiliada a otras cinco organizaciones nacionales, en especial a Feine (evangélica) y Fe­
nocin (sindicalista). 
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rente, lo diverso y lo desigual en un mismo proceso que lucha contra la discriminación, 
el racismo y la pobreza. Este hecho abre nuevos campos de interpretación teórica, ya 
que en el caso ecuatoriano lo indígena generó una identidad positiva, a diferencia de 
lo que ocurrió, por ejemplo, en Perú, donde cumple una función de identidad nega­
tiva y por tanto desmovilizadora. 

Respecto de la relación de los gobiernos locales alternativos con nuevas formas de 
representación y participación democrática en el marco de "gobernar desde la diversi­
dad", hay muchos ejemplos ilustrativos de que ciertas prácticas políticas indígenas 
propias no colonizadas han contribuido a "democratizar la democracia", pero también 
hay otras que no se distinguen de las formas "tradicionales" de hacer política por parte 
de los partidos que funcionan principalmente como maquinarias electorales. Los lo­
gros en el campo económico desde los gobiernos locales son mínimos. No ha habido 
modificaciones en los modelos y políticas de redistribución del ingreso que permitan 
disminuir los índices de pobreza e iniciar un proceso de inversiones productivas loca­
les.11 Según el último informe del Banco Mundial (2005), para el periodo 1994-2004 
la tasa nacional de pobreza creció en Ecuador, aunque afectó en menor medida a los 
pueblos indígenas. Sin embargo, las cifras muestran que a los indígenas les toma más 
tiempo recuperarse de la crisis que a la población no indígena, lo que a la larga puede 
ser más devastador. Los cambios económicos vividos por las comunidades indígenas 
en los últimos años ( cambios demográficos, migración interna y externa, depresión 
productiva) hacen que la viabilidad económica de las mismas se encuentre en entredi­
cho, lo cual cuestiona seriamente la política agraria planteada por el movimiento, la 
cual ha pasado a un segundo plano en sus reivindicaciones. 

En el campo político parecen estar las transformaciones más significativas, medidas 
según la cantidad de movimientos políticos indígenas, representantes indígenas elec­
tos, normas constitucionales o políticas de salud y educación que han crecido de ma­
nera sorprendente durante los últimos 17 años. Sin embargo, la proporción de indígenas 
en los cuerpos legislativos y judiciales nacionales sigue siendo mínima comparada con 
la de los no indígenas, lo que implica que los indígenas siguen estando sub representados 
en las instancias nacionales encargadas de formular y ejecutar políticas públicas. Estos 
hallazgos nos permiten algunas reflexiones interesantes que para el caso ecuatoriano 
suceden por primera vez: el acceso de candidatos indígenas a cargos de representación 
popular ha permitido acercar la administración de lo público a los de "abajo", a los 
pobres, a los que nunca han accedido al poder, como los llama el actual prefecto de 
Cotopaxi, ya que se trata de representantes de comunidades de base que llegan al de-

11 La excepción para el caso de Cotopaxi es el proyecto Prodeco financiado por la Unión 
Europea. 
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sempeño de un cargo público con el fin de cumplir un mandato colectivo del cual deben 
rendir cuentas periódicamente con la posibilidad de ser revocados si no lo cumplen. 

Los espacios de poder local en los cuales están representados tanto indios como 
no indios han servido para abrir las fronteras étnicas que marcaban la anterior prác­
tica política. Se trata de una experiencia en la cual se discute lo público y se definen las 
políticas públicas locales cara a cara entre los diferentes actores, es decir, sin interme­
diación de unos por otros como sucedió con anterioridad. Otro elemento que se debe 
tener en consideración es que en las provincias de la Sierra, Pachakutik ha podido 
presentar candidatos (indígenas y mestizos) a las diferentes nominaciones sin necesidad 
de hacer alianzas con otros partidos políticos. Esto ha hecho que el movimiento parti­
cipe del juego político local sin someterse a pactos coyunturales, lo cual ha repercutido 
en su legitimidad. Esto también explica que gran parte de la votación obtenida por los 
candidatos indígenas provenga de electores mestizos, como fue el caso de la reelección 
del prefecto César Umaginga Guaman en el año 2004, que logró la votación más alta 
alcanzada por cualquier candidato anterior de origen mestizo.12 

En este contexto, la relación Pachakutik-Conaie muestra otros matices diferentes 
a los antes señalados. Parecería que a escala local y regional el movimiento indígena no 
ha separado su carácter de movimiento social y político y no ha permitido que Pa­
chakutik provincial asuma la representación política en forma exclusiva. Más bien, 
según lo observado en asambleas y reuniones políticas locales, ésta se somete a las 
orientaciones generadas al interior de las organizaciones indígenas provinciales, que 
son las que prevalecen. Este señalamiento seguramente es válido sólo para el caso de 
la Sierra, ya que en la región amazónica la relación es diferente, si bien plantea un 
punto de reflexión a escala nacional. 

En el campo social es interesante advertir las diferentes percepciones que muestra 
el eje transversal de la interculturalidad del plan de gobierno indígena. Muchos de los 
testimonios hablan todavía de prácticas racistas entre mestizos e indios y viceversa. Sin 
embargo, a unos y otros los une la categoría de pobres, lo que ha permitido que todos 
se sientan representados por las autoridades elegidas, importando cada vez menos su 
origen étnico y cultural. Lo que está sucediendo en las juntas parroquiales rurales 
deja ver, como dice Guerrero (2004), identidades múltiples de representación, en las 
cuales indios y mestizos tienen la capacidad de reinventarse. Son identidades versátiles, 
dice el mismo autor, lo importante ahora no es ser indígena o ser mestizo, sino el estar 
indígena o estar mestizo. Esta dinámica encontrada en las instancias locales de poder 
muestra mayores espacios de democratización y participación, contrariamente a lo que 
sucede a escala nacional, donde más bien la gobernabilidad representada por la figura 

12 Reelecto nuevamente en abril de 2009 (nota de los coordinadores). 
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del presidencialismo cierra esos espacios. No obstante, ambas situaciones fueron apro­
badas por las reformas constitucionales de 1998 y exhiben en la práctica dos estilos 
muy diferentes y a veces contradictorios de hacer política. 
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